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2.2.4.1.4. Servicios de transporte público

Como en años anteriores, las quejas relativas a los servicios de transporte colectivo de viajeros si-
guen estando presentes, en particular aquellas que muestran disconformidad con la frecuencia de 
paso de los servicios de transporte o denuncian la saturación de determinadas líneas, especialmente 
en zonas de costa en época estival.

También se han recibido quejas cuestionando el lugar de emplazamiento de la parada de algunas 
líneas y requiriendo el mantenimiento de su ubicación céntrica (quejas 23/1066, 23/4002, 20/3998, 
23/1558, 23/5199 y otras)

Podemos destacar la queja 22/5782 en la que se cuestionaba la escasa frecuencia de las líneas de 
autobuses entre Sevilla y Huelva y en la que recibimos la siguiente respuesta desde la Dirección Ge-
neral de Movilidad y Transportes:

“Actualmente no existe horarios de salida anterior de las 7:30 hacia Huelva que es lo que 
solicita el interesado, no obstante, la Junta de Andalucía está tramitando la licitación de 
un nuevo Mapa Concesional y en su estudio, podrá evaluar la demanda existente en cada 
ruta de las concesiones existentes al objeto de garantizar adecuadamente la prestación del 
servicio público de transporte regular de viajeros por carretera.”

Confiamos en que el nuevo mapa concesional de la red de transporte interurbano regular de viajeros 
por carretera en Andalucía se realice en un plazo razonable.

2.2.4.2. Accesibilidad
Continuamos con el apartado de accesibilidad, dedicado a glosar los problemas que se derivan de 
la existencia de barreras urbanísticas y arquitectónicas que impiden la normal movilidad de las 
personas con discapacidad en los entornos urbanos.

Consideramos la accesibilidad como un derecho humano esencial, al constituirse en garantía de 
una vida independiente para las personas con discapacidad. Por este motivo la accesibilidad uni-
versal debe constituir un compromiso que han de asumir los poderes públicos y debe traducirse en 
la adopción de las medidas necesarias para la supresión de los obstáculos que dificultan o impiden 
llevar a cabo una vida en plenitud.

La accesibilidad es una condición previa para que las personas con discapacidad, hombres 
y mujeres, puedan vivir de forma independiente y participar plenamente en la sociedad en 
igualdad de condiciones.

Sigue siendo frecuente la recepción de quejas denunciando la persistencia de barreras arquitectó-
nicas en muchos pueblos y ciudades de Andalucía, lo que pone de manifiesto que las normas de 
accesibilidad aún no se cumplen plenamente en nuestra Comunidad Autónoma.

La mayoría de estas quejas las presentan particulares afectados por la barrera que denuncian, ya sea 
por ser ellos personas con discapacidad o por ser familiares o allegados de personas con esa condición.

La práctica habitual en relación a estas quejas ha sido instar del ayuntamiento responsable la realiza-
ción de las obras necesarias para suprimir dicha barrera arquitectónica a la mayor brevedad posible.

En ocasiones la respuesta municipal se centra en exponer los planes de accesibilidad aprobados 
en el municipio y situar temporalmente la actuación solicitada en el marco de lo previsto en dichos 
planes. Lo que supone una respuesta absolutamente conforme con la legalidad.

Sin embargo, hay ayuntamientos que, al recibir nuestra petición de informe, contestan informando 
de la inminente realización de las obras necesarias para suprimir dicha barrera, sin referencia alguna a 
los posibles planes de accesibilidad, ya sea por no existir los mismos o por considerar que debe darse 
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preferencia a la actuación solicitada por la intervención 
de esta Defensoría. Esta actuación, por más que satisfa-
ga al denunciante, no es la más acertada.

El problema surge al aparecer determinadas personas 
que se dedican a denunciar sistemáticamente cual-
quier barrera arquitectónica que detectan en su entor-
no, procediendo a remitir queja a esta Institución en 
caso de no ser atendidas sus denuncias por el ayunta-
miento con la premura que entienden necesaria.

La reiteración de este tipo de quejas, que afectan par-
ticularmente a determinados municipios, conlleva una 
saturación de los servicios municipales correspondien-
tes al sentirse presionados por esta Institución con su 
constante petición de información.

Así las cosas, hemos adoptado la decisión de centrar 
nuestras actuaciones cuando se reciban quejas de este 
tipo en comprobar si existen en el municipio los ne-
cesarios planes de accesibilidad, si los mismos se 
están ejecutando conforme a lo previsto y si las ba-
rreras denunciadas están incluidas dentro de los 
mismos.

De ser así, informamos al denunciante de la inexistencia de irregularidad en relación a la denuncia 
planteada y le pedimos paciencia para esperar a que la barrera sea objeto de remoción. Si se trata 
de un denunciante reiterativo en relación a un mismo municipio, le informamos de la no admisión 
a trámite de su queja al no existir irregularidad en la actuación administrativa.

Si de la investigación realizada se desprende que no existe el obligado plan de accesibilidad o que el 
mismo no se está ejecutando correctamente, o no incluye todas las barreras existentes en el muni-
cipio, entonces intervenimos al respecto, centrando nuestro interés en dicho instrumento de plani-
ficación y no en la concreta barrera denunciada.

Esto supone un cambio en nuestra forma de intervenir en estos asuntos que se trasladará a las per-
sonas que presentan queja ante la misma, a veces con excesiva reiteración.

Cabe recordar que la elaboración de planes de accesibilidad es obligada de conformidad a la Estra-
tegia Española sobre discapacidad 2022-2030. Asimismo, en la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible de Naciones Unidas de aquí a 2030 se señala la obligación de los poderes públicos de:

	▷ Proporcionar acceso a sistemas de transporte seguros, asequibles, accesibles y sostenibles para 
todos y mejorar la seguridad vial, en particular mediante la ampliación del transporte público, 
prestando especial atención a las necesidades de las personas en situación de vulnerabilidad, las 
mujeres, los niños, las personas con discapacidad y las personas de edad.

	▷ Aumentar la urbanización inclusiva y sostenible y la capacidad para la planificación y la gestión 
participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos en todos los países.

	▷ Proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, 
en particular para las mujeres y los niños, las personas de edad y las personas con discapacidad.

En el ámbito legislativo debemos destacar el Real Decreto legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por 
el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad 
y de su inclusión social, en cuyo  artículo 22.1 señala:

«Las personas con discapacidad tienen derecho a vivir de forma independiente y a participar 
plenamente en todos los aspectos de la vida. Para ello, los poderes públicos adoptarán las 
medidas pertinentes para asegurar la accesibilidad universal, en igualdad de condiciones 
con las demás personas, en los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, el transporte, 
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la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones, así como los medios de comunicación social y en otros servicios 
e instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales.»

Considerar que la Ley 6/2022, de 31 de marzo, aborda la reforma del Real Decreto Legislativo 1/2013, 
de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las 
personas con discapacidad y de su inclusión social, a fin de garantizar de forma efectiva la accesibi-
lidad cognitiva de todas las personas con dificultades de comprensión y comunicación del entorno 
físico, el transporte, la información y la comunicación, incluidos los sistemas y las tecnologías de la 
información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones a disposición o de uso público, 
tanto en zonas urbanas como rurales.

Resulta conveniente dejar claros los plazos exigibles para remover los obstáculos que impiden o di-
ficultan garantizar a las personas con discapacidad la igualdad de oportunidades en relación con la 
accesibilidad universal y el diseño para todos respecto a los entornos, procesos, bienes, productos y 
servicios, así como en relación con los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, de modo 
que los mismos se hagan comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en igualdad 
de condiciones de seguridad y comodidad y de la manera más autónoma y natural posible, ya están 
cumplidos en todos los supuestos.

Los supuestos y plazos máximos de exigibilidad de las condiciones básicas de accesibilidad y no 
discriminación, en todo caso, son los siguientes:

1.	 Para el acceso y utilización de las tecnologías, productos y servicios relacionados con la sociedad 
de la información y de cualquier medio de comunicación social:

	▷ Productos y servicios nuevos, incluidas las campañas institucionales que se difundan en 
soporte audiovisual: 4 de diciembre de 2009.

	▷ Productos y servicios existentes el 4 de diciembre de 2009, que sean susceptibles de ajustes 
razonables: 4 de diciembre de 2013.

2.	 Para el acceso y utilización de los espacios públicos urbanizados y edificaciones:

	▷ Espacios y edificaciones nuevos: 4 de diciembre de 2010.

	▷ Espacios y edificaciones existentes el 4 de diciembre de 2010, que sean susceptibles de ajustes 
razonables: 4 de diciembre de 2017.

3.	 Para el acceso y utilización de los medios de transporte:

	▷ Infraestructuras y material de transporte nuevos: 4 de diciembre de 2010.

	▷ Infraestructuras y material de transporte existentes el 4 de diciembre de 2010, que sean 
susceptibles de ajustes razonables: 4 de diciembre de 2017.

4.	 Los que deberán reunir las oficinas públicas, dispositivos y servicios de atención a la ciudadanía 
y aquellos de participación en los asuntos públicos, incluidos los relativos a la Administración de 
Justicia y a la participación en la vida política y los procesos electorales:

	▷ Entornos, productos y servicios nuevos: 4 de diciembre de 2008.

	▷ Corrección de toda disposición, criterio o práctica administrativa discriminatoria: 4 de 
diciembre de 2008.

	▷ Entornos, productos y servicios existentes el 4 de diciembre de 2008, y toda disposición, criterio 
o práctica: 4 de diciembre de 2017.

El régimen de infracciones y sanciones que se establece en la disposición legislativa será común en 
todo el territorio del Estado y será objeto de tipificación por el legislador autonómico, sin perjuicio 
de aquellas otras infracciones y sanciones que pueda establecer en el ejercicio de sus competencias.
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Por otro lado, el 22 de enero de 2022 entró en vigor la Orden TMA/851/2021, de 23 de julio, por la que 
se desarrolla el documento técnico de condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para 
el acceso y la utilización de los espacios públicos urbanizados, que deroga la Orden VIV/561/2010, de 
1 de febrero.

Incluye este documento técnico importantes mejoras, como la posibilidad de ocupar las superficies 
de espacios libres o de dominio público que resulten indispensables para la instalación de ascensores 
u otros elementos que garanticen la accesibilidad universal; la necesidad de áreas de descanso a lo 
largo del itinerario peatonal accesible; la eliminación de excepciones que permitían que la anchura 
libre de paso del itinerario peatonal fuera inferior a 1,80 metros, y la armonización de los criterios y 
parámetros con el Documento Básico de Seguridad, utilización y accesibilidad del Código Técnico 
de la Edificación.

Sentadas estas premisas, debemos decir que las quejas recibidas en relación con los problemas de 
accesibilidad son remitidas por las personas afectadas o sus familiares solicitando la eliminación 
de las barreras detectadas o la ejecución de obras en el viario público que apliquen los criterios de 
accesibilidad universal.

Así, se nos hacen llegar numerosas quejas por parte de personas afectadas por la existencia de ba-
rreras en los itinerarios peatonales, obstáculos, carteles y bolardos que dificultan la movilidad. Por 
otra parte, también como cada año, se nos remiten quejas por la existencia de barreras en edificios 
públicos como en oficinas expendedoras del DNI, insta-
laciones municipales de deportes, edificios e instalacio-
nes de ocio, o para el acceso a estaciones de ferrocarril.

2.2.4.2.1. Discapacidad en 
materia de tráfico

Durante el ejercicio 2023, la principal demanda de la 
ciudadanía en esta materia son cuestiones planteadas 
en relación a la reserva de plazas de aparcamiento 
para personas en situación de movilidad reducida 
tanto en lo que se refiere a la normativa que lo regula 
como a los trámites administrativos necesarios para su 
disfrute.

También se dirigen a esta Defensoría cuestiones relati-
vas al ejercicio de la potestad sancionadora en materia 
de tráfico que afectan a personas con discapacidad.

En aspectos concretos como la dificultad de entrada y 
salida de los domicilios, han sido numerosas las quejas 
recibidas y tras su tramitación hemos podido compro-
bar que, en la mayoría de los casos, los ayuntamientos 
son conscientes de los problemas de accesibilidad exis-
tentes en el municipio y tienen prevista la realización de 
las obras necesarias para su eliminación. El problema y 
la causa de las quejas recibidas es que la ejecución de 
las obras se dilata excesivamente en el tiempo.

2.2.4.2.2. Personas con 
discapacidad y transportes 
públicos

El transporte resulta accesible cuando permite a 
las personas satisfacer sus necesidades de despla-
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zamiento de forma autónoma. Para conseguirlo es preciso que las estaciones o paradas tengan 
las características adecuadas que permitan el desplazamiento, no sólo para las personas usuarias 
de sillas de ruedas, sino también para todas las personas con discapacidad, tanto físicas como sen-
soriales.  Un servicio que cumpla esos requisitos no sólo beneficia a las personas con discapacidad 
sino al conjunto de la ciudadanía.

2.2.4.2.3. Barreras urbanísticas que impiden o 
dificultan la accesibilidad

La LISTA en su parte expositiva señala: «Hoy en día, la mayor parte del espacio público está limitado 
por las funciones asociadas al vehículo privado. Para revertir esta situación es necesario diseñar 
el tejido urbano desde el espacio público, buscando el equilibrio entre los espacios dedicados a la 
funcionalidad y la organización urbana y los espacios orientados al ciudadano, garantizando la 
accesibilidad universal y formas sostenibles de movilidad y suficiencia energética como elementos 
clave de un urbanismo sostenible. Asimismo, se debe promover la continuidad de los espacios libres 
urbanos y sus zonas verdes, el del entorno periurbano y rural, creando corredores ecológicos que fa-
vorezcan su interconexión y accesibilidad, y que contribuyan al mantenimiento de la biodiversidad.»

Los itinerarios accesibles son la principal demanda de la ciudadanía, ya que se encuentran nu-
merosos obstáculos como mobiliario urbano o aceras que presentan deficiencias.

A destacar la Orden de 6 de octubre de 2022, por la que se aprueban las bases reguladoras para la 
concesión de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva a entidades locales en ma-
teria de accesibilidad, Andalucía + Accesible, en el ámbito de las competencias de la Consejería de 
Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad y en el Mecanismo de Recuperación Transformación 
y Resiliencia y se efectúa su convocatoria en el ejercicio 2022.

Se dota la línea con un crédito que asciende a la cantidad total de 8.018.223,00 euros, resultando de 
enorme importancia para todos aquellos municipios que se acojan a la convocatoria y promuevan la 
accesibilidad universal mediante la financiación de proyectos de inversión que tengan como finalidad 
otorgar soluciones de accesibilidad así como la eliminación de barreras arquitectónicas y urbanísticas 
en edificaciones, instalaciones y equipamientos y espacios públicos urbanizados en sus términos o 
ámbitos específicos, permitiendo su uso o prestando servicio a todas las personas, con independen-
cia de cuáles sean sus capacidades funcionales y garantizando la igualdad de oportunidades de las 
personas con discapacidad.

Señalar que mediante Orden de 29 de septiembre de 2023, se ha elevado propuesta a la Comisión 
Europea, entre otras, en relación con el objetivo 326, consistente en la ampliación del plazo de ejecu-
ción hasta el 31 de marzo de 2024.

2.2.4.3.  Actuaciones de oficio
En lo que se refiere a las actuaciones de oficio iniciadas en 2023, a continuación se relacionan las 
mismas:

	▷ Queja 23/9156, dirigida a la Consejería de Fomento, Articulación del Territorio y Vivienda, Direc-
ción General de Movilidad y Transportes, ayuntamientos de municipios andaluces de más de 
50.000 habitantes, para investigar el cumplimiento de los municipios de la normativa de Zonas 
de Bajas Emisiones.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-el-cumplimiento-de-los-municipios-de-la-normativa-de-zonas-de-bajas-emisiones
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